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Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector públic 

 

CAPÍTULO V. Del recurso especial  

 

Artículo 44. Recurso especial en materia de contratación: actos 

recurribles  

1. Serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación, 

los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 de este mismo 

artículo, cuando se refieran a los siguientes contratos que pretendan 

concertar las Administraciones Públicas o las restantes entidades que 

ostenten la condición de poderes adjudicadores: 

a) Contratos de obras cuyo valor estimado sea superior a tres millones de 

euros, y de suministro y servicios, que tenga un valor estimado superior a cien 

mil euros. 

b) Acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que tengan por 

objeto la celebración de alguno de los contratos tipificados en la letra anterior, 

así como los contratos basados en cualquiera de ellos. 

c) Concesiones de obras o de servicios cuyo valor estimado supere los tres 

millones de euros. 

Serán igualmente recurribles los contratos administrativos especiales, 

cuando, por sus características no sea posible fijar su precio de licitación o, en 

otro caso, cuando su valor estimado sea superior a lo establecido para los 

contratos de servicios. 
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Asimismo serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación 

los contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23, y los encargos 

cuando, por sus características no sea posible fijar su importe o, en otro caso, 

cuando este, atendida su duración total más las prórrogas, sea igual o superior 

a lo establecido para los contratos de servicios. 

2. Podrán ser objeto del recurso las siguientes actuaciones: 

a) Los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos 

contractuales que establezcan las condiciones que deban regir la 

contratación. 

b) Los actos de trámite adoptados en el procedimiento de adjudicación, 

siempre que estos decidan directa o indirectamente sobre la 

adjudicación, determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o 

produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses 

legítimos. En todo caso se considerará que concurren las circunstancias 

anteriores en los actos de la mesa o del órgano de contratación por los 

que se acuerde la admisión o inadmisión de candidatos o licitadores, o la 

admisión o exclusión de ofertas, incluidas las ofertas que sean excluidas por 

resultar anormalmente bajas como consecuencia de la aplicación del artículo 

149. 

c) Los acuerdos de adjudicación. 

d) [...] 

4. No se dará este recurso en relación con los procedimientos de 

adjudicación que se sigan por el trámite de emergencia. 

5. Contra las actuaciones mencionadas en el presente artículo como 

susceptibles de ser impugnadas mediante el recurso especial, no 

procederá la interposición de recursos administrativos ordinarios. 

6. Los actos que se dicten en los procedimientos de adjudicación de 

contratos de las Administraciones Públicas que no reúnan los requisitos 

del apartado 1 podrán ser objeto de recurso de conformidad con lo 

dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas; así como en la 

Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa. 

[...] 

7. La interposición del recurso especial en materia de contratación 

tendrá carácter potestativo y será gratuito para los recurrentes. 
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Artículo 45. Órgano competente para la resolución del recurso en la 

Administración General del Estado  

1. En el ámbito de los poderes adjudicadores del sector público estatal, 

el conocimiento y resolución de los recursos a que se refiere el artículo 

anterior estará encomendado al Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales, órgano especializado que actuará con plena 

independencia funcional en el ejercicio de sus competencias. Dicho 

órgano estará adscrito al Ministerio de Hacienda y Función Pública, y 

estará compuesto por un Presidente y un mínimo de cinco vocales. 

Cuando el volumen de asuntos sometidos a su conocimiento lo requiera, el 

número de vocales se incrementará mediante Real Decreto. 

El Tribunal estará dividido en un mínimo de dos Secciones, que estarán 

presididas por el propio Presidente del Tribunal, quien podrá delegar el ejercicio 

de la función en uno de los vocales que integren la Sección, y formadas por 

uno o más vocales y el Secretario General. 

El Presidente fijará mediante acuerdo el reparto de atribuciones entre las 

Secciones y el Pleno, así como la distribución de asuntos entre las Secciones. 

2. Podrán ser designados vocales de este Tribunal los funcionarios de carrera 

de cuerpos y escalas a los que se acceda con título de licenciado o de grado y 

que hayan desempeñado su actividad profesional por tiempo superior a diez 

años, preferentemente en el ámbito del derecho administrativo relacionado 

directamente con la contratación pública. 

3. El Presidente del Tribunal deberá ser funcionario de carrera, de cuerpo o 

escala para cuyo acceso sea requisito necesario el título de licenciado o grado 

en derecho y haber desempeñado su actividad profesional por tiempo superior 

a quince años, preferentemente en el ámbito del derecho administrativo 

relacionado directamente con la contratación pública. 

En el caso de que los Vocales o el Presidente fueran designados entre 

funcionarios de carrera incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 

Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, estos deberán pertenecer 

a cuerpos o escalas clasificados en el Subgrupo A1 del artículo 76 de dicha 

Ley. 

4. La designación del Presidente y los Vocales de este Tribunal se 

realizará por el Gobierno a propuesta conjunta del Ministro de Hacienda y 

Función Pública y del Ministro de Justicia. Los designados tendrán carácter 

independiente e inamovible, y no podrán ser removidos de sus puestos 

sino por las causas siguientes: 
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a) Por expiración de su mandato. 

b) Por renuncia aceptada por el Gobierno. 

c) Por pérdida de la nacionalidad española. 

d) Por incumplimiento grave de sus obligaciones. 

e) Por condena mediante sentencia firme a pena privativa de libertad o 

de inhabilitación absoluta o especial para empleo o cargo público por 

razón de delito. 

f) Por incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función. 

La remoción por las causas previstas en las letras c), d), e) y f) 

anteriores se acordará por el Gobierno previo expediente. 

5. La duración del nombramiento efectuado de conformidad con este 

apartado será de seis años y no podrá prorrogarse. Durante el tiempo en 

que se hallen prestando servicio en el Tribunal, tanto el Presidente como los 

Vocales pasarán a la situación de Servicios Especiales dentro de su cuerpo de 

origen. 

6. En cualquier caso, cesado un miembro del Tribunal, este continuará en el 

ejercicio de sus funciones hasta que tome posesión de su cargo el que lo haya 

de sustituir. 

7. Formará parte del Tribunal, con voz pero sin voto, el Secretario General del 

mismo. 

El Tribunal contará con los servicios administrativos precisos para su 

funcionamiento. 

[...] 

8. Serán de aplicación al régimen de constitución y funcionamiento del 

Tribunal las disposiciones relativas a órganos colegiados contenidas en la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

 

Artículo 46. Órgano competente para la resolución del recurso en las 

Comunidades Autónomas y Entidades Locales  

1. En el ámbito de las Comunidades Autónomas, la competencia para 

resolver los recursos será establecida por sus normas respectivas, 

debiendo crear un órgano independiente cuyo titular, o en el caso de que 

fuera colegiado al menos su Presidente, ostente cualificaciones jurídicas y 

profesionales que garanticen un adecuado conocimiento de las materias que 

sean de su competencia. El nombramiento de los miembros de esta 
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instancia independiente y la terminación de su mandato estarán sujetos 

en lo relativo a la autoridad responsable de su nombramiento, la duración 

de su mandato y su revocabilidad a condiciones que garanticen su 

independencia e inamovilidad. 

2. Podrán las Comunidades Autónomas, asimismo, atribuir la 

competencia para la resolución de los recursos al Tribunal Administrativo 

Central de Recursos Contractuales. A tal efecto, deberán celebrar el 

correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en el 

que se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los 

gastos derivados de esta asunción de competencias. 

3. [...] 

4. En lo relativo a la contratación en el ámbito de las Corporaciones Locales, 

la competencia para resolver los recursos será establecida por las normas de 

las Comunidades Autónomas cuando estas tengan atribuida competencia 

normativa y de ejecución en materia de régimen local y contratación. 

En el supuesto de que no exista previsión expresa en la legislación 

autonómica y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente, la 

competencia para resolver los recursos corresponderá al mismo órgano al que 

las Comunidades Autónomas en cuyo territorio se integran las Corporaciones 

Locales hayan atribuido la competencia para resolver los recursos de su 

ámbito. [Aquest paràgraf segon de l’apartat 4 de l’article 46 ha estat declarat 

inconstitucional i nul per la STC 68/2021, de 18 de març] 

En todo caso, los Ayuntamientos de los municipios de gran población a 

los que se refiere el artículo 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases del Régimen Local, y las Diputaciones 

Provinciales podrán crear un órgano especializado y funcionalmente 

independiente que ostentará la competencia para resolver los recursos. 

Su constitución y funcionamiento y los requisitos que deben reunir sus 

miembros, su nombramiento, remoción y la duración de su mandato se 

regirá por lo que establezca la legislación autonómica, o, en su defecto, 

por lo establecido en el artículo 45 de esta Ley. El Pleno de la Corporación 

será el competente para acordar su creación y nombrar y remover a sus 

miembros. El resto de los Ayuntamientos podrán atribuir la competencia para 

resolver el recurso al órgano creado por la Diputación de la provincia a la que 

pertenezcan. 

5. [...] 

 

Artículo 47. Recursos contra actos de poderes adjudicadores que no sean 

Administración Pública y en relación con contratos subvencionados  



 6 

[...] 

 

Artículo 48. Legitimación  

Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación 

cualquier persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, 

individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar 

afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del 

recurso. 

Estarán también legitimadas para interponer este recurso, contra los actos 

susceptibles de ser recurridos, las organizaciones sindicales cuando de las 

actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente que 

estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por el 

empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los trabajadores 

que participen en la realización de la prestación. En todo caso se entenderá 

legitimada la organización empresarial sectorial representativa de los intereses 

afectados. 

 

Artículo 49. Solicitud de medidas cautelares  

1. Antes de interponer el recurso especial, las personas legitimadas para 

ello podrán solicitar ante el órgano competente para resolver el recurso la 

adopción de medidas cautelares. Tales medidas irán dirigidas a corregir 

infracciones de procedimiento o impedir que se causen otros perjuicios a los 

intereses afectados, y podrán estar incluidas, entre ellas, las destinadas a 

suspender o a hacer que se suspenda el procedimiento de adjudicación 

del contrato en cuestión o la ejecución de cualquier decisión adoptada por los 

órganos de contratación. 

2. [...] 

Si antes de dictar resolución se hubiese interpuesto el recurso, el órgano 

competente para resolverlo acumulará a este la solicitud de medidas 

cautelares. 

[…] 

3. Cuando de la adopción de las medidas cautelares puedan derivarse 

perjuicios de cualquier naturaleza, la resolución podrá imponer la constitución 

de caución o garantía suficiente para responder de ellos, sin que aquellas 

produzcan efectos hasta que dicha caución o garantía sea constituida. 

[…..] 

5. Las medidas cautelares que se soliciten y acuerden con anterioridad a 



 7 

la presentación del recurso especial en materia de contratación decaerán 

una vez transcurra el plazo establecido para su interposición sin que el 

interesado lo haya deducido. 

 

Artículo 50. Iniciación del procedimiento y plazo  

1. El procedimiento de recurso se iniciará mediante escrito que deberá 

presentarse en el plazo de quince días hábiles. Dicho plazo se computará: 

a) Cuando se interponga contra el anuncio de licitación, el plazo comenzará a 

contarse a partir del día siguiente al de su publicación en el perfil de 

contratante. 

b) Cuando el recurso se interponga contra el contenido de los pliegos y 

demás documentos contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día 

siguiente a aquel en que se haya publicado en el perfil de contratante el 

anuncio de licitación, siempre que en este se haya indicado la forma en que los 

interesados pueden acceder a ellos. Cuando no se hiciera esta indicación el 

plazo comenzará a contar a partir del día siguiente a aquel en que se le hayan 

entregado al interesado los mismos o este haya podido acceder a su contenido 

a través del perfil de contratante. 

[...] 

d) Cuando se interponga contra la adjudicación del contrato el cómputo se 

iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya notificado esta de 

conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional decimoquinta a los 

candidatos o licitadores que hubieran sido admitidos en el procedimiento. 

e) [...] 

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el recurso se funde 

en alguna de las causas de nulidad previstas en el apartado 2, letras c), d), e) o 

f) del artículo 39, el plazo de interposición será el siguiente: 

a) Treinta días a contar desde la publicación de la formalización del contrato 

en la forma prevista en esta Ley, incluyendo las razones justificativas por las 

que no se ha publicado en forma legal la convocatoria de la licitación o desde la 

notificación a los candidatos o licitadores afectados, de los motivos del rechazo 

de su candidatura o de su proposición y de las características de la proposición 

del adjudicatario que fueron determinantes de la adjudicación a su favor. 

b) En los restantes casos, antes de que transcurran seis meses a contar 

desde la formalización del contrato. 

 

Artículo 51. Forma y lugar de interposición del recurso especial  
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1. En el escrito de interposición se hará constar el acto recurrido, el motivo 

que fundamente el recurso, los medios de prueba de que pretenda valerse el 

recurrente y, en su caso, las medidas de la misma naturaleza que las 

mencionadas en el artículo 49, cuya adopción solicite, acompañándose 

también: 

a) El documento que acredite la representación del compareciente, salvo si 

figurase unido a las actuaciones de otro recurso pendiente ante el mismo 

órgano, en cuyo caso podrá solicitarse que se expida certificación para su 

unión al procedimiento. 

b) El documento o documentos que acrediten la legitimación del actor cuando 

la ostente por habérsela transmitido otro por herencia o por cualquier otro título. 

c) La copia o traslado del acto expreso que se recurra, o indicación del 

expediente en que haya recaído o del boletín oficial o perfil de contratante en 

que se haya publicado. 

d) El documento o documentos en que funde su derecho. 

e) Una dirección de correo electrónico «habilitada» a la que enviar, de 

conformidad con la disposición adicional decimoquinta, las comunicaciones y 

notificaciones. 

2. Para la subsanación de los defectos que puedan afectar al escrito de 

recurso, se requerirá al interesado a fin de que, en un plazo de tres días hábiles 

desde el siguiente a su notificación, subsane la falta o acompañe los 

documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá 

por desistido de su petición, quedando suspendida la tramitación del 

expediente con los efectos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. La 

presentación de documentación subsanada se hará, necesariamente, en el 

registro del órgano competente para la resolución del recurso. 

3. El escrito de interposición podrá presentarse en los lugares establecidos en 

el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Asimismo, podrá 

presentarse en el registro del órgano de contratación o en el del órgano 

competente para la resolución del recurso. 

Los escritos presentados en registros distintos de los dos citados 

específicamente en el párrafo anterior, deberán comunicarse al Tribunal de 

manera inmediata y de la forma más rápida posible. 

4. El órgano competente para la resolución del recurso hará públicas a través 

de su página web, mediante resolución de su Presidente, las direcciones de 

registro en las que debe hacerse la presentación de los escritos para 
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entenderla efectuada ante el propio Tribunal. 

 

Artículo 52. Acceso al expediente  

1. [...] 

 

Artículo 53. Efectos derivados de la interposición del recurso  

Una vez interpuesto el recurso quedará en suspenso la tramitación del 

procedimiento cuando el acto recurrido sea el de adjudicación, salvo en el 

supuesto de contratos basados en un acuerdo marco o de contratos 

específicos en el marco de un sistema dinámico de adquisición, sin perjuicio de 

las medidas cautelares que en relación a estos últimos podrían adoptarse en 

virtud de lo señalado en el artículo 56.3. 

 

Artículo 54. Comunicaciones y notificaciones  

[...]. 

 

Artículo 55. Inadmisión  

El órgano encargado de resolver el recurso, tras la reclamación y examen del 

expediente administrativo, podrá declarar su inadmisión cuando constare de 

modo inequívoco y manifiesto cualquiera de los siguientes supuestos: 

a) La incompetencia del órgano para conocer del recurso. 

b) La falta de legitimación del recurrente o de acreditación de la 

representación de la persona que interpone el recurso en nombre de otra, 

mediante poder que sea suficiente a tal efecto. 

c) Haberse interpuesto el recurso contra actos no susceptibles de 

impugnación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44. 

d) La interposición del recurso, una vez finalizado el plazo establecido para su 

interposición. 

Si el órgano encargado de resolverlo apreciara que concurre alguno de ellos, 

sin perjuicio de lo previsto en el artículo 51.2, dictará resolución acordando la 

inadmisión del recurso. 

 

Artículo 56. Tramitación del procedimiento  

1. El procedimiento para tramitar los recursos especiales en materia de 

contratación se regirá por las disposiciones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con 
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las especialidades que se recogen en los apartados siguientes. 

2. [...] 

 

Artículo 57. Resolución del recurso especial  

1. Una vez recibidas las alegaciones de los interesados, o transcurrido el 

plazo señalado para su formulación, y el de la prueba, en su caso, el órgano 

competente deberá resolver el recurso dentro de los cinco días hábiles 

siguientes, notificándose a continuación la resolución a todos los interesados. 

2. [...] 

5. Transcurridos dos meses contados desde el siguiente a la 

interposición del recurso sin que se haya notificado su resolución, el 

interesado podrá considerarlo desestimado a los efectos de interponer 

recurso contencioso-administrativo. 

 

Artículo 58. Indemnizaciones y multas  

1. [...] 

 

Artículo 59. Efectos de la resolución del recurso especial  

1. Contra la resolución dictada en este procedimiento solo cabrá la 

interposición de recurso contencioso-administrativo conforme a lo 

dispuesto en el artículo 10, letras k) y l) del apartado 1 y en el artículo 11, 

letra f) de su apartado 1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 

Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la resolución será 

directamente ejecutiva. 

3. No procederá la revisión de oficio de la resolución ni de ninguno de 

los actos dictados por los órganos competentes para la resolución del 

recurso. Tampoco estarán sujetos a fiscalización por los órganos de control 

interno de las Administraciones a que cada uno de ellos se encuentre adscrito. 

Los órganos competentes para la resolución del recurso podrán rectificar en 

cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores 

materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos, incluida la 

resolución del recurso. 

 

Artículo 60. Emplazamiento de las partes ante los órganos de la 

jurisdicción contencioso-administrativa  

 


